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Resumen

Se propone la creación de la Ley de Mejora Regulatoria para el Estado de Quintana Roo con el reto fundamental construir un marco regulatorio transparente y eficiente que promueva las actividades de las empresas y los ciudadanos, protegiendo la salud y el medio ambiente. Este ordenamiento sustentará jurídicamente el desarrollo de un programa continuo de mejora regulatoria, dotando de facultades al organismo responsable de llevar a cabo este proyecto y definiendo las obligaciones de los actores involucrados en este proceso. Asimismo se fortalecerán los programas sustantivos de la mejora regulatoria, como son el Registro Estatal de Trámites y el Estudio de Impacto Regulatorio, entre otros.
Objetivos y efectos esperados de la regulación 

La regulación es indiscutiblemente una de las funciones centrales del gobierno; es el instrumento mediante el cual se promueve le bienestar social y económico de una entidad. La proliferación de disposiciones sin obedecer a un adecuado diseño que involucre su revisión previa y la participación de los sectores destinatarios de la norma, suele producir obstáculos innecesarios a las empresas, inhibe las iniciativas de los particulares, eleva injustificadamente los precios para los consumidores y desalienta la inversión productiva y la consecuente creación de empleos.

El estado de Quintana Roo percibe la mejora regulatoria como una política pública. Más que un conjunto de acciones administrativas es una nueva forma de gobernar basada en el análisis, la transparencia y la consulta pública. Se pretende con esto fortalecer el estado de Derecho y reducir la corrupción.
Objetivos particulares: 

· Promover la transparencia en la elaboración y aplicación de las regulaciones y que éstas generen beneficios superiores a sus costos y el máximo beneficio para la sociedad.
· Consolidar los procesos abiertos de participación ciudadana para que se involucre a la mayor parte de “actores” (consenso con los sectores productivos afectados por la regulación y participación ciudadana).

· Instaurar la cultura de mejora regulatoria dentro de la administración pública y cambiar la percepción del empresariado estatal y la ciudadanía.
La vinculación del presente proyecto con el Plan Estratégico 2000-2025 tiene como objeto el incorporar todas las acciones realizadas al plan rector estatal. Con esto, la Comisión no solo se presenta a la vanguardia de las acciones descritas en el Plan Estratégico; de igual forma se posicionará a la vanguardia en mejora regulatoria a nivel nacional. 

Con el programa de mejora regulatoria se condensa la visión del marco legal en el establecimiento “mediante consenso ciudadano de las bases normativas, de difusión, implementación y aplicación, que permita el desarrollo integral y sustentable de Quintana Roo, promoviendo el crecimiento y mejorando significativamente el nivel de vida y bienestar de sus habitantes, mediante un desarrollo económico, jurídico y social”. 

Específicamente se estaría cumpliendo con las líneas estratégicas relativas a: 

· Creación y modificación de normas 

· Difusión de leyes y reglamentos 

· Cumplimiento y aplicación del marco jurídico

· Distribución de competencias
Se desprende de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y del Plan Estratégico 2000-2025 que el estado de Quintana Roo busca impulsar de manera integral el desarrollo económico y social de la entidad. Los objetivos del programa de mejora regulatoria son compatibles con este impulso. Por ende, resulta de vital importancia que el Estado cuente con una herramienta esencial para impulsar el desarrollo económico y contar con un gobierno eficiente que responda a las necesidades de la sociedad. Con el programa de mejora regulatoria se maximizan los esfuerzos para eliminar la discrecionalidad innecesaria en las resoluciones de las autoridades y así, fomentar las actividades productivas de los particulares. 

Fundamento jurídico de la regulación propuesta

La expedición de la Ley de Mejora Regulatoria para el Estado de Quintana Roo, tiene como fundamento jurídico los artículos 3, 9, 68, fracción I, 75, fracción XXI, 91, fracción VI, IX y X de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; artículos 1, 2, 7, 19, fracción V, 35, fracciones I y V, 43, 47, 48 y 49 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana Roo.
La mejora regulatoria no es un programa nuevo para el Estado de Quintana Roo, tiene sus principales antecedentes los artículos: 19, fracción V, que establece la existencia de la Secretaría de Desarrollo Económico; artículo 35, que establece las facultades de la Secretaría de Desarrollo Económico, en específico las fracciones I, que faculta a la Secretaría para formular, instrumentar, conducir y evaluar las políticas y programas sectoriales de desarrollo, promoción y fomento económico, en materia industrial, minera, de comercio exterior e interior, abasto, servicios, pesquera, de acuacultura, artesanías y desregulación económica; y la fracción V, que faculta a la Secretaría para conducir, en coordinación con las dependencias y entidades involucradas, las acciones de la Administración Pública del Estado, relacionados con la simplificación administrativa y la desregulación de aquellos trámites e instrumentos normativos, de carácter estatal, destinados a regular y promover el desarrollo económico de la entidad.

Mejora regulatoria comprende los términos señalados en los artículos anteriores, tales como desregulación económica, simplificación administrativa y desregulación de trámites y normas. 

Antecedentes regulatorios

Quintana Roo

Desde 1995, cuando se firmaron los primeros acuerdos de coordinación con la Federación en materia de mejora regulatoria, el Estado de Quintana Roo ha logrado mantener una estrategia de mejora regulatoria acorde con los planes de desarrollo estatal y municipal a mediano y largo plazo. El esfuerzo realizado en reformar el Código Civil, crear ventanillas únicas y publicar el registro de trámites empresariales en internet, es muestra de este impulso. El Centro de Estudios Económicos del Sector Privado del Consejo Coordinador Empresarial (febrero 2000) reconoce que las acciones emprendidas por el Estado “abren la posibilidad de que en el futuro cambie la percepción de los empresarios” en torno al ambiente regulatorio estatal. 

La creación de la Ley Estatal de Mejora Regulatoria mandará la señal de que este programa es una prioridad para el Estado y con esto se propiciará que los afectados por las regulaciones participen en el programa.
Relación de antecedentes regulatorios en el Estado

Firma del Acuerdo de Coordinación para la revisión del marco regulatorio de la Actividad Económica en el Estado entre el Ejecutivo Federal por conducto de SECOFI y el Gobierno del Estado de Quintana Roo (23/XI/95).

Expedición del Acuerdo Estatal para la Desregulación de la Actividad Empresarial en el Estado (7/III/97), firma de los Acuerdos de Desregulación de la Actividad Empresarial, Gobierno Estatal, Ayuntamientos, Cámaras y Asociaciones Empresariales (junio de 1997) y celebración del Convenio de Coordinación de Acciones que para la compatibilización de Leyes y Reglamentos en materia de autotransporte entre los titulares de SCT, SECOFI y del Poder Ejecutivo Estatal (12/VI/97).

Operación de ventanillas únicas en Cancún y Chetumal y Cozumel para realizar los trámites de uso de suelo, medio ambiente y agua.

Reformas al Código Civil del Estado que permiten la cesión de créditos hipotecarios publicadas en el Periódico Oficial el 30 de abril de 1997 (Art. 3108).

Publicación en el Periódico Oficial del Estado, el Registro de trámites empresariales que prestan las dependencias y entidades del gobierno del estado de Quintana Roo. 

Entidades federativas

Por lo que hace a las reformas jurídicas, cabe señalar que ningún Estado cuenta con una ley específica en la materia, es decir, ningún estado fundamenta su programa en una ley estatal de mejor regulatoria. Una minoría de Estados tienen algunas disciplinas de mejora regulatoria incluidas dentro de su Ley o Código de Procedimientos Administrativos respectivamente, como serían Jalisco, Morelos y el Estado de México. Otra minoría como Veracruz y Tlaxcala tienen su programa de mejora regulatoria sustentado en un reglamento de su Ley de Fomento Económico. 

Sin embargo, la problemática sobre el programa de mejora regulatoria se repite en la gran mayoría de los Estados de la República, en los cuales, si bien logran avances significativos en el ámbito administrativo no logran sustentar y dar continuidad a los trabajos de mejora regulatoria. Esto se debe a la carencia de un organismo independiente que dicte las directrices del programa y por la falta de obligatoriedad en el cumplimiento del mismo. 

Federación 

La importancia de la mejora regulatoria en México se hace evidente con la creación de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, las reformas a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y la creación de la Comisión Federal de Mejora Regulatoria (COFEMER).
En respuesta a una demanda de dar continuidad y fortalecer la mejora regulatoria, en 1999 el Ejecutivo Federal envió al H. Congreso una iniciativa de reformas a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, con el propósito de subsanar los ordenamientos anteriores que contenían excepciones que restringen el ámbito de aplicación del programa y no contaban con elementos jurídicos necesarios para asegurar la efectividad y continuidad del programa de mejora regulatoria. 
Por medio de la reforma a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo (DOF 19/4/00) se logró institucionalizar el programa, pero sobre todo se logró dar continuidad del mismo. 

Problemática actual y riesgos de no emitir la regulación propuesta

El Gobierno del Estado ha impulsado en los últimos años el programa de mejora regulatoria. Sin embargo, estos esfuerzos se podrán ver truncados, si no cuentan con la fuerza legal necesaria que les permita obtener los grandes objetivos trazados. 

Atendiendo a la naturaleza del programa de mejora regulatoria, resulta indispensable la participación de los afectados por las nuevas regulaciones. Los principios de transparencia y la participación ciudadana son los principales objetivos del programa. 
	Problemas específicos
	Soluciones propuestas

	Falta de un plazo genérico en los trámites y resoluciones de la autoridad estatal
	Crear plazos genéricos con resoluciones cortas que den celeridad a la respuesta de la autoridad y fijar términos en principios economía procesal.

	No existen reglas claras sobre los requisitos básicos que deben cubrir los trámites.
	Establecer las reglas de presentación de los trámites presentados ante la administración pública estatal.

	Vulnerabilidad del programa estatal de mejora regulatoria.
	Incorporar en ley el alcance y metas del programa de mejora regulatoria. Así como definir las responsabilidades específicas de las diferentes dependencias involucradas. 

	Limitada influencia e independencia del organismo estatal de llevar acabo la mejora regulatoria.
	Crear la Comisión Estatal de Mejora Regulatoria.

	Falta de sustento jurídico a los programas específicos desarrollados en el programa de mejora regulatoria.
	Sustentar los proyectos prioritarios del programa de mejora regulatoria, consiguiendo así un elemento de continuidad y obligatoriedad por parte de las dependencias involucradas. 

	No existe un responsable de llevar a cabo la mejora regulatoria en las dependencias
	Designar a un responsable de coordinar los trabajos de mejora regulatoria dentro de las dependencias.

	Desconocimiento del programa por parte de municipios. 
	La ley establece la posibilidad jurídica de que los municipios firmen acuerdos de coordinación con el Estado donde se establezcan los alcances del mismo.


En el último estudio comparativo de la calidad del marco regulatorio de las entidades federativas mexicanas del Consejo Coordinador Empresarial (2002) el Estado de Quintana Roo se sitúa en el segundo sitio a nivel nacional. Es necesario institucionalizar y dar continuidad al programa para seguir a la vanguardia en acciones de mejora regulatoria y que esto se traduzca en mayor inversión y mejores empleos.
Alternativa consideradas

Mantener el status quo. Esto implicaría detener el esfuerzo invertido en mejora regulatoria y no representaría las intenciones de la presente administración. A medida que otras entidades federativas se sumen a este esfuerzo, la situación actual del marco regulatorio del Estado se tornará un desincentivo para las inversiones. 

Ley Estatal de Procedimiento Administrativo. Se consideró que esta medida, sin embargo, en este momento el Estado de Quintana Roo no cuenta con la inversión necesaria tanto de infraestructura como humana para realizar esta adecuación al marco regulatorio. En específico, la activación de los tribunales contencioso administrativo. El presente anteproyecto cubrirá algunas de las carencias de no contar con una Ley de Procedimiento Administrativo. 

Contenido del anteproyecto

Capítulo Primero

Disposiciones Generales

En este capítulo se incluye todo lo relativo al ámbito de aplicación de la ley, se establecen los conceptos específicos de mejora regulatoria, la definición de trámite, la afirmativa y negativa ficta, la obligación de nombrar a un representante de la mejora regulatoria al interior de cada dependencia y sus obligaciones, el Registro Único de Personas Acreditadas y la participación municipal. 

Se incluye en la Ley el plazo máximo de tres meses en caso de que el trámite no prevea un plazo específico, en caso de que no se de respuesta dentro de estos plazos aplicará por regla general la negativa ficta salvo en los casos que cada trámite en específico establezca que opera la afirmativa ficta.

Capítulo Segundo

De la Comisión Estatal de Mejora Regulatoria

Las principales funciones de la Comisión Estatal de Mejora Regulatoria, organismo descentralizado de la administración pública estatal, serán llevar el Registro Estatal de Trámites y Servicios, dictaminar los anteproyectos de disposiciones legislativas y administrativas provenientes del poder Ejecutivo Estatal, revisar el marco regulatorio estatal, elaborar y proponer al Gobernador del Estado, anteproyectos de nuevas regulaciones o de modificaciones a las vigentes con incidencia empresarial, así como programas para mejorar la regulación. Asimismo podrá opinar sobre los programas de mejora regulatoria de las dependencias y organismos descentralizados, brindar asesoría técnica, celebrar acuerdos interinstitucionales en materia de mejora regulatoria y celebrar convenios de coordinación con los municipios.

Capítulo Tercero 

De los Órganos de Gobierno y sus Atribuciones

Derivado de la naturaleza jurídica de la Comisión Estatal de Mejora Regulatoria como organismo descentralizado (entidad paraestatal), se debe dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 47 de la Ley Orgánica del estado de Quintana Roo que a la letra establece: “Las entidades paraestatales invariablemente contarán con el órgano colegiado de gobierno y el titular de la administración, que determinen la Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables”. Por esto se establecerá un capítulo que regule entre otras cuestiones: la integración de la junta de gobierno, el patrimonio de la Comisión, las funciones y facultades de la junta de gobierno.
Capítulo Cuarto

De los Estudios de Impacto Regulatorio

El Estudio de Impacto Regulatorio, contribuye a crear regulaciones transparentes y eficientes por medio del análisis y la participación de la sociedad. Esto se logra al asegurar que las dependencias y organismos descentralizados preparen anteproyectos de disposiciones debidamente justificados y de alta calidad
Los EIR permiten entender la justificación de una regulación y detectar si los beneficios de una regulación propuesta justifican los cotos que imponen a los particulares. El análisis cuidadoso de las opciones regulatorias y su adecuada difusión entre los diversos sectores sociales y económicos facilita la participación de los ciudadanos, reduce el margen de discrecionalidad en las decisiones, hace que los cambios normativos sean más predecibles y brinda mayor legitimidad al marco regulatorio. Además, al propiciar la conformación de un marco regulatorio menos oneroso, se fortalece el estado de derecho, ya que el incumplimiento de obligaciones, los abusos administrativos y la corrupción están directamente relacionados con la complejidad de las obligaciones legales y los costos que ocasionan.

Capítulo Quinto 

Del Registro Estatal de Trámites y Servicios

La Comisión integrará y tendrá a su cargo el Registro Estatal de Trámites y Servicios que será público y de obligatorio cumplimiento por las dependencias y organismos descentralizados de la administración pública estatal (Art. 51). 

Tener un Registro Estatal de Trámites y Servicios fundamentado en ley permitirá dar certeza jurídica a los actos que realicen los particulares ante la administración pública estatal. 

Este registro pretende ser: 

INTEGRAL Incluirá todos los trámites que cualquier ciudadano realice ante la administración pública, no únicamente empresariales.
ACTUALIZADO Se revisarán todos los fundamentos jurídicos de los trámites, para detectar trámites no reportados, obsoletos o sin fundamento jurídico alguno, lo que permitirá eliminar alguno de ellos.

Informativo Una de las principales características del registro es que servirá de medio de información para los ciudadanos que pretendan realizar un trámite, en internet y en folletos podrán obtener los requisitos, tiempos de respuesta y forma de presentación de los mismos.

CONSENSADO Y SIMPLIFICADO Se conciliará con cada dependencia encargada de realizar un trámite, la posibilidad de simplificarlo y hacerlo más ágil, lo que permitirá contar con un tramitología ágil y de fácil cumplimiento, alcanzando la meta del plan estratégico relativa a la simplificación administrativa.

Vinculativo Ninguna dependencia podrá solicitar más requisitos o aplicar los trámites de forma distinta o lo que está previsto en el registro. 

Capítulo Sexto

De los Centros Integrales de Trámites y Asesoría

Estos centros son el proyecto más ambicioso del programa de mejora regulatoria estatal. Su objetivo principal es el de contribuir a la promoción y asesoramiento del micro y pequeño empresario, reuniendo en un solo punto asesoría, gestión y resolución de trámites, constituyéndose en un mecanismosde tramitación rápida de empresas de bajo riesgo. De igual forma estos centros servirán para capacitar a los municipios en las distintas disciplinas de mejora regulatoria. 

Capítulo Séptimo

De las infracciones y sanciones administrativas

La importancia de este capítulo es contar con mecanismos para vigilar y promover que las autoridades  cumplan con las disposiciones de mejora regulatoria. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se establecen sanciones específicas para los servidores públicos que actúen en contravención a las disposiciones de esta Ley, particularmente en relación con la entrega de los estudios de impacto regulatorio, la información y aplicación de los trámites inscritos en el registro, la publicación en el Periódico Oficial del Estado entre otras.
Cómo asegurar el cumplimiento de la regulación

Para asegurar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en la Ley, se establecen sanciones a los servidores públicos que la incumplan y se cuenta con el apoyo de la Secretaría de la Contraloría. 

La Comisión estará al frente de los trámites y de la atención al público, ya que esto impacta directamente en las directrices del programa; y la Contraloría podrá llevar al frente la modernización de la administración pública, que comprende los procesos internos y que es para lo que está facultada en la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, y verificará el cumplimiento de las disposiciones en el registro estatal de trámites y servicios. Se trata de unir los dos aspectos de la administración pública, hacia el interior de las dependencias y al exterior. 

Esto se traduce en una oportunidad de consolidar esfuerzos y maximizar recursos. La Contraloría coadyuvará a ejercer mayor presión en el cumplimiento de las disposiciones de la Ley. 

Costos y Beneficios

La estimación de los costos y beneficios que conlleva un programa de mejora regulatoria son difíciles de cuantificar. Aún así, se han realizado numerosos esfuerzos a nivel mundial para estimar los costos de la “sobre-regulación”. El Banco Mundial estima que el manejo de procedimientos ineficientes y altos niveles de corrupción ocasionan altos costos para los ciudadanos. Entre los costos debe incluirse el tiempo perdido en realizar los trámites, lo que conlleva a una transferencia de estos costos al consumidor final. Por ejemplo, se estima que la burocracia en los puertos puede igualarse a un impuesto del 5 al 15% para los países de América Latina. Los directivos de empresas en América Latina deben pasar de un 10 a un 30% de su tiempo en el desahogo de trámites lo que se traduce en un sobre precio del 5 al 15% para el consumidor final. (Banco Mundial: 1997). 

Los costos de la regulación han sido medidos con mayor detalle en los países industrializados. En Australia el costo de la regulación se estimaba en 1996 entre el 9 y el 19% del Producto Interno Bruto. Para Canadá los costos ascendían a un 12% del Producto Interno Bruto (Guasch: 1999). En los EEUU se estima que el costo de la regulación federal sobrepasa los 200 billones de dólares anualmente (Burnett et. al. 2000). Esta cantidad representaba en 1996 el presupuesto federal sin contar con el gasto militar (Arrow et. al. 1996).
Los costos actuales de la regulación en el Estado, aunque no han sido medidos cuantitativamente, conllevan un detrimento en la inversión lo que se traduce en posibilidades de empleo perdidas y conlleva de igual forma a un sistema administrativo no equitativo, donde los pequeños empresarios son los más afectados al no contar con reglas sencillas y claras. 

El funcionamiento de la Comisión Estatal de Mejora Regulatoria no representa un gasto importante para el Estado. En la primera etapa de este proyecto se tiene contemplado el funcionamiento de la Comisión con el personal actual a cargo de la Dirección de Mejora Regulatoria. Esto implica que desde el punto de vista presupuestal no habrá una erogación adicional de importancia para activar el programa. En una segunda etapa se tiene contemplado un crecimiento que no excede por mucho el tamaño de la dirección en mención.

La Ley de Mejora Regulatoria para el Estado de Quintana Roo permitirá una mejor conversión entre la inversión erogada y los beneficios de contar con un programa de mejora regulatoria continuo y eficiente. Se espera que la aprobación de este ordenamiento sea un motor de la inversión en el Estado. Esto puede ser traducido en mayores oportunidades para las PYMES y mayores oportunidades de empleo. 

Los beneficios de un programa de mejora regulatoria pueden ser cuantificados por medio de proyecciones macroeconómicas. Usando esta técnica, la OCDE ha encontrado que en el largo plazo un programa efectivo de mejora regulatoria puede significar un incremento en el producto interno bruto de un país del orden del 3.5% al 6% (Guasch: 1999).
Beneficios específicos

Corto plazo:

· La creación de la Comisión de Estatal de Mejora Regulatoria mandará una señal clara del compromiso del Estado en adecuar las regulaciones estatales y crear un ambiente de certidumbre entre los inversionistas. 

· Las dependencias estarán obligadas a presentar un programa de mejora regulatoria, lo que conlleva a un esfuerzo sostenido por parte de la administración pública estatal. 

· Toda nueva normatividad que afecta a la actividad empresarial tendrá que contener un Estudio de Impacto Regulatorio. Esto permitirá justificar las acciones regulatorias, facilitando y agilizando su revisión y promoviendo una discusión objetiva con los afectados por la regulación.  

· La conformación y validación del Registro Estatal de Trámites servirá para realizar una primera revisión general del marco regulatorio del Estado. Esto se traduce en resultados cuantitativos y de alto impacto mediático.

Mediano plazo:

· Del resultado de la conformación del Registro Estatal de Trámites se podrán realizar otros proyectos de alto impacto como es el Sistema de Apertura Rápida de Empresas. Este programa impacta positivamente en la promoción de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa del Estado.  

· Un programa estatal de mejora regulatoria, jurídicamente sustentado y en pleno funcionamiento propiciará una mejor vinculación entre los municipios y el estado. 

· Se  podrán identificar áreas críticas a tratar. 

· El Estado contará con un espacio de intermediación entre el gobierno y el sector empresarial.

Largo plazo:

· Creación de una cultura regulatoria estatal que fomente la libre competencia y la inversión. 

· Un marco regulatorio adecuado y actualizado que incentiva el desarrollo económico de la entidad. 

· La Comisión tendrá una imagen de imparcialidad y llevará la batuta de las acciones del gobierno del estado encaminadas a formar un “buen gobierno”. 

· Una Comisión constituida y con apoyo tanto de los empresarios como del Gobierno Estatal estará en una posición inmejorable para negociar acuerdos específicos con las dependencias federales para simplificar y adecuar la regulación a las necesidades del Estado. 

Trámites o servicios a incorporarse en la regulación

La Comisión se encargará de recibir los comentarios a los ordenamientos y EIR de los interesados. Para lo cual la Comisión se basará en lo previsto en la Ley para definir los plazos y medios de recepción comentarios y consultas:

Artículo 49. Se harán públicos por medios electrónicos o los que la Comisión considere, a más tardar a los cinco días hábiles siguientes que se reciban los anteproyectos y estudios respectivos. La Comisión señalará la fecha límite para que los sectores afectados emitan sus comentarios a efecto de considerarlos en el dictamen u opinión. Los grupos de trabajo del Consejo entregarán a la Comisión, en su caso, la opinión a que se refiere el artículo 45, dentro de los diez días hábiles siguientes a que la Comisión haga público el anteproyecto y el estudio correspondiente.

Consulta

Se ha enviado una presentación ejecutiva del anteproyecto y el anteproyecto a los integrantes del Consejo Estatal para la Mejora Regulatoria. A la fecha se han realizado dos presentaciones ante Cámaras Empresariales (en Chetumal y Cancún) y se han incorporado los comentarios derivados de las mismas, así como los comentarios por escrito remitidos por las Cámara Empresariales. Se tienen programadas consultas con las Cámaras Empresariales del Estado entre los días 6 al 13 de septiembre. En estas reuniones se entregará para revisión el anteproyecto a los interesados. 

Anexos:

1. Presentación ejecutiva del proyecto.

2. Anteproyecto de Ley comentado. 
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